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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIALPRIVATE 

     SALA DE DICISION CIVIL-FAMILIA                                                         

Magistrado Ponente: Gonzalo Flórez Moreno

Pereira. Julio ocho (08)  del año dos mil nueve (2009). 





Acta No. 303 de julio 08 del año 2009. 





Expediente 66001-31-03-001-2009-00115-01





Se resuelve la impugnación presentada por la actora contra la sentencia proferida el veintiuno (21) de mayo del presente año por el JUZGADO PRIMERO CIVIL DEL CIRCUITO de la ciudad dentro de la ACCION DE TUTELA promovida por MARIA EUGENIA LONDOÑO AGUDELO, actuando como agente oficiosa de JULIAN ANDRES RODRIGUEZ AGUDELO, en contra de la DIRECCIÓN GENERAL DEL INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO “INPEC”.




I. ANTECEDENTES :




La señora LONDOÑO AGUDELO inició acción de tutela con el fin de que se le tutelen a su hermano, entre otros, los derechos a la salud, a la vida, a la igualdad, a la defensa,  a la familia y a la seguridad social, que considera vulnerados por razón de hechos y omisiones en que ha incurrido la entidad arriba citada.





Explica que su hermano se encuentra interno en la cárcel Villa Nueva de la ciudad de Cali, Valle del Cauca, en razón a que fue declarado culpable de hurto calificado y tentativa de homicidio; que al momento de incurrir en dichas conductas, fue gravemente herido y que el establecimiento carcelario antes reseñado, no le presta los servicios médicos que requiere, por lo que su estado actual es deprimente; que el paciente requiere de la colaboración de sus familiares para su recuperación, lo cual no se puede hacer teniendo en cuenta la lejanía y las condiciones económicas de su familia.   





Pide, entonces, se le amparen al señor JULIAN ANDRES RODRIGUEZ AGUDELO los derechos fundamentales que considera vulnerados y, en consecuencia, se le ordene a la entidad acusada el traslado de su hermano de la cárcel Villa Nueva en Cali, Valle del Cauca, a la cárcel de La Cuarenta en esta ciudad, para así “tener mas (sic) cercanía familiar y poderle brindar una colaboración mas (sic) directa en su enfermedad (sic) ya que se encuentra casi en un estado de inmovilidad física”. 




A la tutela se le dio el trámite legal con el pronunciamiento expreso de la entidad accionada que, por intermedio del Director del Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Cali, Valle
, manifiesta que la acción de tutela no es el mecanismo idóneo para forzar traslados de internos al lugar de su predilección o para oponerse a ellos, ya que esta es una función legalmente asignada al INPEC, tal como lo advierte la doctrina constitucional. Además, es el señor RODRIGUEZ AGUDELO el responsable, con sus actos delictuosos, de verse apartado de su lugar de origen o residencia y del núcleo de parientes cercanos y en ningún momento la tutelante ni el afectado, han elevado ante esa Dirección petición alguna de traslado. Cita jurisprudencias pertinentes al caso. 





El Juzgado del conocimiento analizó primeramente la legitimación por activa y luego cada uno de los derechos invocados por la tutelante. Concluyó que el motivo que generó la interposición de la tutela es un conflicto que no es de competencia del Juez Constitucional y le hizo ver a la accionante que las decisiones de traslado son actos administrativos, sujetos al control por vía contenciosa administrativa. Negó, en consecuencia, el amparo solicitado. 




Contra dicho fallo presentó impugnación oportuna la accionante, resaltando el porqué había actuado como agente oficiosa de su hermano; negando que a éste se le haya brindado el tratamiento médico por parte del INPEC; destacando la importancia del traslado y expresando que verbalmente lo había pedido, pero que la entidad no se había pronunciado en forma escrita (ver folios 54 y 55).  Aquí se ha surtido el trámite de ley y se pasa a resolver previas las siguientes,





II. CONSIDERACIONES DE LA SALA :





Los derechos fundamentales que la actora estima que a su pariente se le han vulnerado son el de la  salud, la vida, la igualdad, la familia y la seguridad social, amparados por los artículos 49, 11, 13, 42, 48 de la Constitución Nacional.





El juez a-quo, como ya se dijo, negó el amparo pedido porque consideró que no es la tutela la vía adecuada para la protección del amparo solicitado ya que existe otra vía para la protección de su derecho. Además, se debe tener en cuenta que la privación de la pena de prisión implica la restricción de ciertos derechos, entre ellos a la unidad familiar.





Y en ello tiene razón, porque de ningún modo es la tutela el camino propicio para solicitar o controvertir el traslado de un recluso, ya que para ello perfectamente se puede acudir a los mecanismos previstos en el artículo 74 de la Ley 65 de 1993 o a la jurisdicción competente (Juez administrativo), si lo que se quiere es atacar la Resolución del INPEC.  Además, hay que tener en cuenta que en el presente caso no se ha efectuado petición alguna solicitando dicho beneficio, ni siquiera por los quebrantos de salud que dice la accionante sufre su hermano que, digámoslo de una vez, ocurrió desde octubre del año pasado y frente a lo cual la entidad accionada le ha brindado el tratamiento médico requerido (folios 31 y 32 cdno. de primera instancia).  




Por tanto, no cabe duda que la acción de tutela se hace improcedente cuando existen otros medios de defensa de los derechos que se estiman amenazados o vulnerados. Así lo ha determinado en innumerables ocasiones la doctrina de la Corte Constitucional que sobre el punto ha dicho:





“La acción de tutela es un mecanismo de protección excepcional que debe operar únicamente cuando el sistema jurídico no haya previsto otros medios de defensa”. 





“Sobre el particular, debe reiterar la Sala la improcedencia de la acción de tutela cuando existen otros medios de defensa judicial, teniendo en cuenta el carácter de mecanismo excepcional concebido en defensa de los derechos supletorios, esto es, que sólo procede en caso de inexistencia de otros medios de defensa judicial”.





Por otro lado, tal como lo afirma el juez de la causa, cabe precisar que la persona condenada a pena privativa de la libertad se somete a la suspensión de ciertos derechos entre ellos a la intimidad personal y familiar y por lo mismo, no son de recibo los argumentos expuestos en la demanda de tutela.

Al respecto, nuestro máximo Tribunal Constitucional ha dejado claro que:

“La discrecionalidad legal del traslado, impide que el juez de tutela interfiera en tal decisión, siempre y cuando la misma no sea arbitraria y no vulnere o amenace derechos constitucionales fundamentales que no puedan ser limitados o suspendidos, ni siquiera cuando en la condición de reo, como lo sería el derecho a la vida, la integridad física y la salud entre otros. La situación particular de los accionantes –convictos-, implica necesariamente la limitación o restricción de ciertos derechos, entre ellos el referido a la unidad o acercamiento familiar, el cual debe ceder razonablemente frente al interés general, representado en este caso en la seguridad del establecimiento carcelario y la integridad personal de los demás reclusos.”
  





Las anteriores consideraciones son más que suficientes para confirmar el fallo impugnado; así se declarará, y se harán los demás ordenamientos pertinentes.

Ahora, como la interesada en el escrito de impugnación (hecho tercero, folio 55), destacó que el beneficiario de la tutela, señor JULIAN ANDRES RODRIGUEZ AGUDELO, tiene una hija de veintidós (22) meses de nacida y que existe un gran vínculo paternal, resulta pertinente adicionar la sentencia, así no haya pruebas en el expediente de esos hechos, pues se parte de la buena fe que rige estas actuaciones, en el sentido de advertir al INPEC para que, en caso de que el mencionado señor solicite, de acuerdo con la normatividad que rige el tema, el traslado de centro de reclusión, se tenga en cuenta el interés superior de su menor hija para visitarlo. Esto, sin perjuicio de justificar una negativa, en caso de que las circunstancias así lo indiquen.

 



En mérito de lo expuesto el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,





R E S U E L V E :





1º) SE CONFIRMA la sentencia proferida el veintiuno (21) de mayo del presente año por el JUZGADO PRIMERO CIVIL DEL CIRCUITO de la ciudad dentro de la ACCION DE TUTELA promovida por MARIA EUGENIA LONDOÑO AGUDELO, actuando como agente oficiosa de JULIAN ANDRES RODRIGUEZ AGUDELO, en contra de la DIRECCIÓN GENERAL DEL INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO INPEC.

2º) SE ADICIONA el fallo en el sentido de advertir al INPEC para que, en caso de que el señor JULIAN ANDRES RODRIGUEZ AGUDELO solicite, de acuerdo con la normatividad que rige el tema, el traslado de centro de reclusión, se tenga en cuenta el interés superior de su menor hija para visitarlo. Esto, sin perjuicio de justificar una negativa, en caso de que las circunstancias así lo indiquen.





3º) Notifíquese esta decisión a las partes por el medio más expedito posible (Art. 5o. del Decreto 306 de 1992). 




4º) Remítase el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.





COPIESE Y NOTIFIQUESE :




Los Magistrados,





Gonzalo Flórez Moreno

Jaime Alberto Saraza Naranjo
  Fernán Camilo Valencia López
� Ver folios 31 a 35 del cuaderno principal.


� Sentencia T-047 de Febrero 25 de 1998


� Gaceta de la Corte Constitucional, año de 1994, tomo 12, pág. 436.


� Gaceta de la Corte Constitucional, año de 1997, tomo 11,  pág. 837.





